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1-INTRODUCCION

Desde la terminación de la Segunda Guerra Mundial el mundo asistió a un notable crecimiento de la economía. Los resultados obtenidos en los países industrializados se expandieron en forma creciente por medio del comercio y las corrientes de capital, transmitiendo a los países receptores los problemas y algunos beneficios de la misma. La reducción actual del ritmo de crecimiento de “los países en desarrollo” tanto por la disminución de la capacidad de compra como por la disminución en el nivel de ingresos de la población, ocasionados en parte por la crisis de los países centrales, es un ejemplo de ello.
A nivel mundial, la agricultura creció a una tasa casi un 100% mayor que en periodos anteriores, impulsada por la mayor capacidad del mundo en desarrollo, fenómeno acompañado por el espectacular incremento en los países centrales. En la década del ’60, en América Latina, la producción por habitante creció a una tasa del 0,1% mientras que en la década del ’70 lo hizo al 0,6%.

El hecho de que los rindes y la producción de algunos productos aumenten significativamente expresa que la intensificación del proceso internacional de transferencia de tecnología influye en la modernización de América Latina. Este proceso, desigual y fragmentario, provocó sustanciales modificaciones en la organización de la producción, en la forma y en la cantidad relativa en que se combinan el capital y el trabajo, en las relaciones de producción y en la estructura social del agro.

La creciente “prosperidad” no es común a todos los países de la región ni a la totalidad de los sectores sociales, ampliándose las diferencias existentes en los niveles de alimentación, ingreso y acceso al bienestar.
La “modernización”, que inicialmente aumentó el número de asalariados rurales, dio lugar luego a distintos procesos, que van desde la proletarización hasta formas inéditas de preservación de la economía campesina. Algunos autores destacan como característica del agro de América Latina la conjunción de todas las formas y procesos productivos, desde el inicio de su integración a la economía capitalista.

Las profundas transformaciones ocurridas recientemente en el agro se encuentran vinculadas en la mayor parte de los casos a la “modernización”, o dicho de otra forma, a la penetración capitalista en el marco de la transnacionalización de los sistemas de producción agrícola y agroindustrial. Tal modernización - en base a cambios tecnológicos que incluyen agroquímicos, mecanización, riego, material genético seleccionado y cada vez menos empleo de mano de obra- y la creciente importancia del procesamiento industrial de producción del sector primario, son dos factores que han transformado las relaciones de producción del sector primario, favoreciendo la articulación de la agricultura y la subordinación de los productores a los requerimientos de las empresas transnacionales agroindustriales.
Las relaciones entre agricultura e industria se redefinen de tal manera que esta última se estructura incorporando materia prima de la primera, a la vez que abastece de insumos y maquinarias. Mientras el trabajo agrícola se integra a los complejos agroindustriales. Este proceso, sumado al de la transnacionalización del capital agroindustrial, constituye un mecanismo fundamental en la inserción de la economía de América Latina en la actual división internacional del trabajo.

El proceso de internacionalización del capital a partir de la posguerra ha dado lugar a sistemas de producción, distribución y consumo a escala mundial. Este proceso en el sector agropecuario alteró, entre otros, el uso del suelo, el comercio, la política alimentaria y las relaciones sociales de producción.

Dentro de este panorama mundial de la economía y los procesos de adopción tecnológica y extensión rural en los países de América Latina, han acusado el impacto de los cambios producidos derivando, en muchas ocasiones, a situaciones de crisis y es así como esta problemática aparece en el centro de las discusiones sobre el futuro del agro latinoamericano. 
En el presente trabajo procuramos analizar la situación de la extensión rural en la Argentina en el contexto descripto, proponiendo como material de discusión la manera acerca de cómo concebimos a la extensión rural desde una cátedra universitaria.-

2-LA CIENCIA Y LA TECNOLOGIA
El aumento de la producción generada por un conjunto de personas se puede lograr mediante distintos mecanismos: por una mayor cooperación entre quienes trabajan, a través de la especialización en determinadas actividades, por una adecuada división de las tareas, por la incorporación de herramientas, máquinas, animales o insumos apropiados. Es decir, siempre existe la posibilidad de trabajar más eficientemente aplicando los conocimientos disponibles. 

El conjunto de conocimientos disponibles en un determinado momento es un producto social, ya que la propia ciencia depende del nivel de desarrollo y de las necesidades técnicas de cada sociedad. En una sociedad organizada como la del mundo occidental, sociedad capitalista, la ciencia se destina a poner a su disposición el saber necesario para garantizar la producción y la reproducción de sus procesos vitales, de acuerdo con las necesidades de los sectores que detentan el poder. Si el objetivo básico de la producción capitalista es el de maximizar las ganancias, la tecnología que le resulte más adecuada será aquella que les permita generarlas en mayor medida. 
La tecnología constituye una relación social y NO un conjunto de objetos o cosas- como estamos acostumbrados a percibirla al ver las máquinas, los agroquímicos, los materiales genéticos desarrollados, etc.- y por lo tanto no se puede disociar de la forma de la sociedad que la generó ni de las relaciones sociales de producción a la que se aplica, pues depende de la forma de poder existente o para lo cual esos conocimientos fueron generados. Por ese motivo no es posible debatir la “adaptación tecnológica” o la selección de tecnologías, sin explicitar a QUIÉNES DEBE SERVIR LA TECNOLOGIA.  El problema central no está en el carácter científico del conocimiento en sí, sino en sus componentes POLÍTICO-IDEOLÓGICOS.
La ciencia y la tecnología, que en nuestra cultura pretenden ser visualizadas como algo universalmente bueno, objetivo, y por  lo tanto incuestionable, no lo es tanto. La ciencia NO ES OBJETIVA NI NEUTRAL, elige ideológicamente los problemas de los que se ocupa y les asigna prioridades a través de recursos controlados por instituciones interesadas en una cierta organización de la sociedad. 
Tampoco la “selección de tecnologías” a difundir constituye una definición sin reglas o con las reglas neutras de eficiencia social. La selección es eminentemente política porque la decisión depende de las relaciones de poder existentes en el medio donde las mismas pueden aplicarse: en el caso de la economía capitalista las reglas de eficiencia son las que hacen posible maximizar los beneficios privados de los propietarios del capital. 

La neutralidad ideológica tampoco existe en las etapas que median entre la generación del conocimiento científico abstracto (investigación básica) y el progreso técnico o incorporación de los nuevos conocimientos al proceso productivo en condiciones de campo, siendo muy difícil disociar el desarrollo de determinadas técnicas de su forma de utilización. 

Concluyendo, la TECNOLOGIA NO ES NEUTRA, sino que con ella se transmiten los valores y las relaciones de producción imperantes en la sociedad. Las técnicas productivas se comportan como si fueran portadoras de un código genético tendiente a reproducir, al encontrar condiciones favorables, las relaciones sociales de la sociedad que las generó. 
Por lo tanto, el estudio de un aspecto particular del desarrollo, como es la cuestión tecnológica, debe ser enmarcado en el contexto de los intereses económicos generales y las relaciones entre los distintos grupos sociales. El ámbito o espacio económico-social dentro del que se desarrolla el proceso de cambio tecnológico está caracterizado en cada situación particular  por un conjunto de condiciones estructurales que definirán en última instancia la naturaleza e intensidad del mismo. 

La importación, generación o difusión de tecnologías sin previa determinación de sus objetivos y destinatarios, conduce inevitablemente a una concentración del poder económico y político en los países o empresas exportadoras o generadoras, acentuando las diferencias preexistentes con los potenciales destinatarios y entre los propios destinatarios. 

3-LA CIENCIA Y LA TECNOLOGIA EN EL SECTOR AGROPECUARIO.
En cualquier forma de sociedad el hombre necesita inventar cosas que le faciliten su vida diaria; entre ellas, las tendientes al aumento de la capacidad de producción, hecho que le brinda incluso la posibilidad de trabajar menos. Antes, las invenciones dependían de unos pocos genios, los “inventores” que reunían en la misma persona al ingenioso, al práctico y al poeta, pero eso fue cambiando con el transcurso del tiempo.
Actualmente, la invención es una industria; los “investigadores” son personas preparadas para diagnosticar y resolver situaciones, concentrándose el proceso de generación de conocimientos en los laboratorios de grandes empresas, universidades e institutos de investigación. De esta forma, el proceso tecnológico dejó de ser algo aleatorio, acelerándose considerablemente el avance en el conocimiento y el desarrollo de nuevos procesos productivos. 
A partir de la Revolución Industrial del siglo XVIII y especialmente como consecuencia de la Revolución Científica del siglo XX, los cambios en la tecnología se convirtieron en la principal causa de crecimiento económico de Occidente. El impacto del progreso tecnológico genera ventajas comparativas que usufructúan quienes crean y utilizan las técnicas más modernas, con respecto a quienes no las controlan.

La creación de ventajas comparativas resultantes del desarrollo tecnológico no se aprecia tan intensamente en el sector agropecuario como en el industrial, debido a que:
-el proceso productivo y el de generación de tecnologías se desarrolla en empresas distintas, debido a que las unidades productivas agropecuarias (con excepción de las que forman parte de complejos agroindustriales) son en general muy pequeñas para encarar investigaciones tecnológicas. 

-por las características del proceso productivo en el agro, los beneficios esperables de la aplicación de algunas técnicas no se pueden patentar debido al hecho de que no son fácilmente apropiables por quienes las desarrollaron. 

Por lo tanto, impiden la apropiación privada de las ventajas que acarrea su investigación y adopción.
Por las dos causas señaladas, cierto tipo de investigación es desarrollada solamente por el Estado, razón por la que en general éste juega un papel más importante en la investigación agropecuaria que en la industrial. No obstante, existen excepciones de gran importancia responsables de cambios trascendentes en la producción, tales como las provocadas por el material genético seleccionado, los agroquímicos, los sistemas de riego y algunas maquinarias, difundidas en gran medida por empresas multinacionales. 

Debido a que los distintos tipos de técnicas implican una determinada combinación de factores de producción, un proceso de generación y difusión de ciertos tipos de tecnologías producirá estructuras económicas con distinta posibilidad de emplear eficientemente los recursos con que cuenta originalmente el sistema económico. Por esta razón, el progreso tecnológico puede introducir cambios estructurales de tremenda importancia y determinar la capacidad global de producción de un país.  
El progreso tecnológico influye considerablemente en la distribución del ingreso; debido a que el excedente económico generado está acompañado, en el sistema capitalista, por una distinta capacidad de apropiación por parte de los distintos sectores sociales. Este hecho está determinado por dos factores:

1-ciertas características propias del sistema económico, difíciles de alterar, tales como la naturaleza de la demanda de los bienes finales obtenidos;

2-los “sesgos” en cuanto al uso de factores productivos de la tecnología a incorporar o incorporada. Los “sesgos” son características de la tecnología; por ello, cada tipo de tecnología traerá aparejada ciertas tendencias en el uso de los factores y por lo tanto distintos efectos distributivos del excedente. 

Las características cualitativas del progreso tecnológico señalan claramente la necesidad de priorizar con precisión los objetivos a lograr, asignando los recursos adecuados y adaptando la organización institucional que la lleve a cabo. 

4-EL DESARROLLO RURAL.

El concepto de “desarrollo”- y subordinado a él el de “desarrollo rural”- aparece habitualmente empleado con diversas acepciones que van desde aquellas que consideran solamente la necesidad de realizar ajustes y correcciones para lograr cierto crecimiento económico, hasta las que centran el análisis en las causas de la situación presente y sostienen que el desarrollo se encuentra directamente asociado a la forma en que se hallan distribuidos los bienes y servicios en la sociedad. Para estos últimos solamente una transformación económica y social profunda hará posible una organización justa e igualitaria.
Diversas entidades y organismos nacionales e internacionales adhieren en lo sustantivo (explícita e implícitamente) a la primera de las conceptualizaciones, ya que propugna para el sector agropecuario una suerte de “revolución agrícola” cuyo principal componente está dado por la “modernización de la producción y la tecnología”. Esta se apoya en la masiva incorporación de insumos, herramientas y técnicas que forman parte de paquetes tecnológicos  intensivos.

Por otro lado, el desarrollo, como proceso de transformación económica, redistribución de los recursos y protagonismo social que pretende “un hombre más hombre en una sociedad más justa” es visualizado de diversas maneras de acuerdo con los objetivos deseados y con las estrategias para alcanzarlos; no obstante, todas las concepciones contienen una serie de elementos en común:
-la alimentación y la visa son derechos inalienables del ser humano, debiendo definir los habitantes de cada país la distribución equitativa de los alimentos y los recursos para producirlos;

-el crecimiento económico no constituye el propósito del desarrollo, sino un medio para lograrlo;

-el desarrollo se expresa en el grado de satisfacción de las necesidades esenciales de toda la población, y en base a ellas deben fijarse los objetivos y metas de la producción de bienes y servicios, y por lo tanto las características de la estructura productiva;
-será necesario crear fuentes de trabajo masivas, con productividad media e ingresos anuales aceptables;

-se debe basar en el uso de técnicas e insumos que no deterioren los recursos naturales en el corto y largo plazo;

-debe asegurar una mayor participación de todos los habitantes de la sociedad tanto en la formulación y evaluación como en la ejecución de las políticas que los involucran directamente. 
La extensión rural como simple herramienta puede ubicarse tanto en el marco de la modernización de la producción como en el de un proceso de desarrollo profundo e integral cumpliendo obviamente funciones disímiles en ambos. En el primer caso, se incita a la difusión de innovaciones técnicas e incorporación de insumos; la población objeto es en este caso una mera receptora de conocimientos. Por el contrario, en el último caso, la incorporación de tecnología es sólo uno de los elementos a tener en cuenta, y el mejoramiento de las condiciones de vida, la capacitación, la conservación de los recursos, la participación, se convierten en elementos centrales. Aquí la población es protagonista y su intervención garantiza la eficiencia del proceso.
5-LA EXTENSION RURAL EN ARGENTINA.

El tema de la extensión rural en Argentina se inserta en el marco de la producción agropecuaria y sus vicisitudes responden a los distintos momentos por los que ésta transita.

Así, por ejemplo, mientras se vivieron las épocas pródigas de la Argentina granero del mundo, las manifestaciones oficiales hacia la extensión fueron más bien tímidas recomendaciones. Cuando este modelo agro-exportador ya no se adecua a las realidades del mercado internacional- y en el país se lo reemplaza por un modelo industrialista apoyado en insumos externos- se llega a la situación de estancamiento agropecuario: no se produce lo suficiente para consumir y exportar y se hace necesario producir más y mejor; aparece entonces la decisión política de invertir en extensión.

Surge así, una extensión oficial eficientista que procura lograr la adopción tecnológica que permita elevar los volúmenes exportables a fin de equilibrar la balanza de pagos.

Esta batalla que libra la extensión oficial logra sus frutos y alcanza su techo mediados de la década del ’70, cuando está en pleno apogeo el esquema de la modernización agropecuaria y la transnacionalización del capital (que acompaña el proceso general) y tanto el modelo agro-exportador como el de producción para el mercado interno encuentran los límites de su crecimiento: la competencia de los países centrales por los mismos productos y la recesión de la industria nacional que devalúa el poder adquisitivo de la población, revierte negativamente sobre el productor agrícola. 

Si a esto le sumamos el avance progresivo de una concepción liberal (privatista) sobre el Estado, que reemplaza a la concepción social del Estado Benefactor, acuñada durante los años ’60 y que alcanza su desarrollo en los ’70, la encrucijada en que se encuentra la extensión rural oficial es necesariamente dramático. 

6-ETAPAS DE LA EXTENSIÓN RURAL EN NUESTRO PAIS.
Antecedentes
Si bien es aceptado que la extensión rural en la Argentina se institucionaliza a partir de la creación del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (1956), como una respuesta a la situación de estancamiento productivo que vivía el país desde hacía aproximadamente una década, no podemos dejar de reconocer la existencia de una serie de antecedentes en ese sentido, tomados en función del modelo de la Argentina agro-exportadora, con el fin de capacitar personas para el agro, la ganadería y las industrias afines, con una metodología acorde con los modelos educativos de la época.

En fecha más reciente, hacia 1944, la creación de la Dirección de Agronomías Regionales, como parte de la reorganización del Ministerio de Agricultura, intenta responder, “por medio del asesoramiento a agricultores en todos los problemas de la producción” y de la “difusión de conocimientos tendientes a lograr el mejoramiento económico, cultural y social de la población rural”, a la crisis de estancamiento de productos agrícolas tradicionales (especialmente los cereales) que ya se venía manifestando desde hacía una década, traduciéndose en índices decrecientes de la producción bruta del sector.
Se crean al efecto 57 Agronomías Regionales y 220 locales, y en 1952 se intenta profundizar la acción sobre el sector “reflotándose el concepto de extensión rural”, organizando cursos sobre esta disciplina destinados a técnicos de dicha dirección, y se pone en marcha un Plan Piloto que se aplicará en un número reducido de Agronomías Regionales creadas a tal fin, que ya “estudian y realizan planes de trabajo más consubstanciados con la filosofía de extensión e integrados con equipos interdisciplinarios”.

No obstante, esta labor dista de ser lo suficientemente eficiente, puesto que no alcanza a frenar la caída de la producción, tarea en que estaba empeñada. 

A pesar de las críticas, estos antecedentes mencionados muestran que existía una clara concepción del problema y de por dónde pasaba su solución; es así como luego de la caída del gobierno peronista (1955), se crea el INTA, con la finalidad de:
a-institucionalizar el sector público agropecuario;

b-llevar el “ministerio al campo”;

c-integrar los servicios de investigación y extensión agropecuarias, reconociéndolos mutuamente complementarios y esenciales para la proyección de tecnología al proceso productivo;

d-promover el desarrollo rural haciendo que la tecnología fuera un instrumento no sólo de crecimiento económico sino un medio para contribuir al bienestar de la familia rural; 

e-procurar la participación del sector rural en la política, planeamiento, administración y desarrollo de actividades  tecnológicas. 
Se recomienda leer el decreto ley 21680 del año 1956por el cual se creó el INTA.-

Como vemos, el INTA, desde su creación se integra con dos componentes: investigación y extensión.

Si la investigación tenía en el país, antecedentes y experiencia, la extensión elaboró su propia imagen a partir de experiencias importadas que poco servían a patrones culturales diferentes. Los pioneros de esta nueva función fueron preparados profesionalmente con contenidos no directamente vinculados a la misma; enfoques, métodos, medios, debieron ser seleccionados por “prueba y error”, condicionados por las características zonales, culturales y por los recursos económicos disponibles. 

De acuerdo con los contenidos de la ley de creación del INTA, el servicio de extensión fue estructurado, para actuar, con un enfoque integral, teniendo en cuenta la iniciativa del productor y su familia para la propia promoción y su proyección a la comunidad rural.

Las Agencias de Extensión que se crearon como unidades operativas fueron equipadas con una dotación mínima de técnicos: básicamente, estaban integradas por tres agentes que en trabajo interdisciplinario cubrían los aspectos técnico-agropecuarios y sociales, dirigiendo su tarea al productor, a la mujer y a la juventud rural. Quedaban formalizados, de este modo, tres canales que sintetizaban la acción integral con la familia: acciones con los productores, formación de servicios de extensión destinados a la mujer (hogar rural) y a la juventud rural (clubes).-
Al plantearse una estrategia activa de difusión de innovaciones, el extensionista se convirtió en algo más que un mero nexo entre los investigadores y productores. La extensión debía no sólo comunicar, sino también estimular al productor para que adoptase las innovaciones técnicas. Esta estrategia debía reflejarse concretamente sobre la comunidad rural, haciendo que los aumentos de productividad logrados se tradujeran en la “…elevación del nivel de vida social y económico de la familia campesina, para propender a la formación de una población rural instruida, competente, próspera y sana, en condiciones de disfrutar las comodidades que brindan los adelantos de la vida moderna…” (Ver decreto).-

Consecuentemente, se concibe que la función de extensión es educativa: es decir, transformadora del medio rural. Y se supone que la adopción de innovaciones técnicas está estrechamente ligada con el aumento del bienestar rural; si el productor mejora las condiciones en que vive y su nivel general de conocimientos, será más proclive a recibir y a adoptar las innovaciones técnicas. 
Los primeros años de la labor del servicio de extensión en el INTA: el trabajo de capacitación y la adopción de tecnología.

Los primeros años se caracterizaron por la modalidad de trabajo con grupos de productores, mujeres y jóvenes; la relación agente-productor tenía en muchos casos connotación “persuasiva”; en esas situaciones los técnicos procuraban acelerar la adopción de tecnologías parciales que contribuyeran a modernizar la agricultura sin contar con la participación crítica del productor y su familia. 
Así, se fue implementado, con un criterio productivista, un sistema de planificación por producto, esbozado de “arriba hacia abajo”, incentivado coyunturalmente a través de campañas de producción agropecuaria intensivas. 

El concepto de desarrollo se limitaba a un equivalente de crecimiento económico que por sí solo parecía suficiente para asegurar un mejor nivel de vida. La valoración de las variables sociales se tradujo en la promoción de grupos rurales y en la consideración del liderazgo como un factor necesario para la aceleración del cambio. A ese fin implementaron teorías y métodos para lograr la detección de líderes.

Es de destacar que este tipo de trabajo llevado a cabo por los servicios de extensión, aún cuando la distribución no siempre respondió a las exigencias de un desarrollo armónico del país - ya que se dio una gran concentración de las agencias en la región pampeana y una bajísima densidad en las zonas extra-pampeanas-, logró movilizar a los sectores rurales medios en la adopción de tecnología, lo cual se tradujo en índices crecientes de productividad de las distintas actividades agropecuarias. La adopción generalizada de tecnologías en el agro fue, sin duda, fruto de la labor de extensión, como lo es también el logro de una actitud receptiva a la innovación tecnológica.
Un intento de adecuación a los cambios del contexto
Con el transcurso del tiempo se verificó la necesidad de un conocimiento más acabado de la realidad en la cual actuaban las agencias de extensión; se confeccionaron para ello los distintos estudios de situación para cada área de influencia, que fueron esencialmente descriptivos de la problemática de las zonas, no contemplando los correspondientes análisis críticos que ahondaran en el conocimiento de las causas de la misma.


Así se fue consolidando el servicio de extensión del INTA, y a la vez fueron apareciendo algunas limitantes estructurales que irían restringiendo cada vez más su accionar.


Las dificultades para analizar la realidad en su total perspectiva dentro del contexto nacional, junto con la falta de un diagnóstico integral o la escasez de recursos para mantener actualizados métodos y medios fueron colocando a la extensión oficial en una labor cada vez menos operativa y eficiente. 

A estas carencias puede agregarse el deterioro en la capacitación del personal de extensión; reducida en duración, profundidad y frecuencia, quedó circunscripta casi exclusivamente a la actualización en el campo técnico agropecuario. 

A medida que transcurrió el tiempo, aumentaron las dificultades para encarar el trabajo con los sectores de la juventud y hogar rural de una manera eficiente. Así, la juventud se volvió una audiencia “indefinida” para el INTA.
El área rural modificaba velozmente su estructura y el organismo no podía responder con la velocidad que el cambio requería. De esta manera, el fenómeno en este aspecto, se tradujo en una acelerada migración juvenil hacia otras áreas. 

Otro problema que se fue acentuando con el correr de los años fue la concentración de esfuerzos en la atención a los medianos y grandes productores. 

El problema asume características más graves en las zonas no comprendidas en la región pampeana: en muchísimos casos, el minifundista o pequeño productor difícilmente tiene acceso a los servicios del INTA.

La apertura de la etapa democrática del país en 1973 permite que en la institución se plantee un cambio que busque revertir esta situación. Es así como el INTA, en convenio firmado con la Secretaria de Agricultura y Ganadería de la Nación, procura participar en las medidas que surgen del “Acta de Compromiso Nacional”. En ese contexto surge el proyecto de política institucional del INTA en el NEA, documento en el que se plantean las carencias antedichas y se trata de replantear las actividades de la institución, que surge de visualizar al INTA como un organismo comprometido con el desarrollo económico y social del país. 

“…, dicho replanteo reconoce los condicionamientos que la realidad socio-económica impone sobre la herramienta esencial (aunque no única) de la acción de la institución: la política tecnológica. Asimismo, incorpora al planteo de la realidad incuestionable de la diversidad de marcos socio-económicos dentro de los que la Institución debe actuar…”.
En este proyecto se reconoce la importancia del concepto regional, así como la existencia de una población de productores heterogénea hacia la que hay que dirigirse con acciones diferenciadas en los cuatro ámbitos de acción en el sector agropecuario en los que debería intervenir el Estado: política de tierra y colonización, política de comercialización, adecuación de la política tecnológica y diversificación de la producción regional en base a criterios agro-económicos.

En términos de las actividades del INTA, los dos últimos puntos son privativos del organismo, en la medida en que se consideran “actividades tradicionales” del mismo, y constituyen el ámbito predominante de su accionar; en cuanto a los dos primeros formarían parte de las denominadas actividades no tradicionales del INTA, y que por documentos de la institución en esa época, parecía existir un interés manifiesto en incluirlos dentro de su accionar.

El golpe de Estado de 1976 deja trunca esa política de replanteos de la institución y durante el periodo de represión política, inclusive el trabajo con jóvenes cobró visos de sospecha también para el INTA. 

Este fue quizás el último y más importante intento de profundización de intervención estatal en extensión.

La crisis de la extensión en el INTA y la competencia privada.

La labor que el INTA venía desempeñando en el ámbito de la extensión rural fue en cierta manera complementada por la acción de otras instituciones y organismos de diferente tipo y origen, entre los cuales se pueden mencionar:
-reparticiones provinciales dedicadas a la labor de extensión rural a través de las respectivas secretarias o ministerios de asuntos agrarios;

-instituciones educativas no gubernamentales (por ejemplo, INCUPO, INDES, etc.);

-servicios de asesoramiento técnico de distintas entidades de productores (cooperativas agrícolas, FAA, etc.)

-consorcios y grupos de productores (por ejemplo, grupos CREA);

-servicios de asesoramiento técnico de empresas privadas (por ejemplo, Sancor, La Serenísima), proveedoras de insumos o demandantes de la producción agropecuaria.


Cada una de estas agrupaciones, entidades o instituciones realiza una labor específica, de acuerdo a sus finalidades y por medio de las metodologías que correspondan a cada situación particular.


Esta nueva realidad nos indica que a medida que los sectores privados adquieren mayor capacidad, se interesan por participar en la generación y transferencia de tecnología.


Este proceso fue acompañado en nuestro país por un progresivo deterioro de la capacidad oficial para orientar el proceso de cambio tecnológico.-


De esta manera, con el constante incremento de la acción “privada” en el campo de la extensión rural y el debilitamiento de la estructura del INTA en esta materia -provocado por los hechos enunciados precedentemente y agravada por la cada vez más reducida disponibilidad de recursos- se fue conformando la situación que se presenta actualmente en la extensión rural.-


En síntesis, por un lado un organismo oficial que, por diferentes causas, no ha podido adecuarse satisfactoriamente a la realidad actual y por otro, un conjunto de empresas y entidades no gubernamentales que ha venido ocupando paulatinamente un espacio cada vez mayor.


Esta situación es totalmente diferente a la que se presentaba en el país hace treinta años, en la época de la creación del INTA y, consecuentemente, de la puesta en marcha de su servicio de extensión. En esos tiempos, sólo aparecía el INTA “haciendo extensión”, y la asistencia técnica de empresas privadas era mínima; así como también, la participación de grupos de productores (en este caso cabe aclarar que los grupos CREA se iniciaron en nuestro país en forma simultánea con el INTA pero su mayor difusión se operó a partir de la década del ’70). Obviamente, también los sectores rurales hacia donde se dirigían las acciones del servicio de extensión se habían modificado sustancialmente, al igual que el contexto en el cual la misma operaba, tanto desde los aspectos netamente técnicos (referidos a la producción en sí) a los más amplios referidos a la esfera social. 

Todo esto obliga a un replanteo, en todas las instituciones que de una u otra manera están vinculadas a la extensión rural, del papel que la misma debe jugar en un futuro y la forma en que debería llevar a cabo su accionar. Nosotros podemos caracterizar dos líneas de acción en extensión rural: una de ellas, postula una privatización muy marcada de los servicios de extensión rural donde la acción del Estado sería ejercer un rol complementario o subsidiario. En esta postura se inscriben los discursos de las entidades como CONINAGRO, AACREA y demás empresas privadas vinculadas al sector. Por otro lado, vemos la posibilidad de otra postura que defiende el liderazgo “cualitativo” del INTA en materia de extensión rural, estando su trabajo integrado al de las demás entidades. Se asigna al Estado un rol principal.-
7-CONCLUSIONES.
Podemos afirmar, entonces, que la extensión rural en la Argentina ha alcanzado, por un lado, un grado importante de diversificación, ya sea en cuanto al qué de la extensión, o sea, el objetivo que la misma persigue; la quién, es decir, a los responsables de encararla, y al para quién, los actores sociales que participan del proceso; en tanto que por otro, se aprecia un alto grado de homogeneidad en loo que se refiere a la concepción del extensión rural y al cómo realizarla; es decir, a la metodología de acción. 

Al menos en los enunciados formales quienes se refieren a la extensión- ya sea desde el ámbito público o el privado- parecen hablar un lenguaje común: un proceso educativo-participativo de características dialógicas, en el cual se produce un aprendizaje mutuo entre los sujetos que intervienen: extensionista-productor, productor-extensionista (cabe aclarar que en muchos discursos se sigue deslizando la sinonimia extensión=transferencia tecnológica o asesoramiento técnico).-
En la medida en que sostenemos una concepción integral del desarrollo rural, según el cual éste no puede quedarse limitado al incremento de la producción, sino que implica una noción más amplia que incluye redistribución de ingresos, de los recursos productivos y una mayor participación de todos los sectores en las instituciones sociales y políticas, y que reconocemos en la extensión rural una herramienta apta para lograrlo, creemos que el liderazgo del Estado (que asegura la igualdad de oportunidades) es indelegable en este tipo de gestión, pero no sólo como institución de apoyo o logística a la acción privada sino marcando las líneas de acción esenciales de un proceso de esta índole. 

Sobre todo, en una Argentina que debe adaptarse a las actuales condiciones del sistema socio-económico internacional, en una coyuntura histórica en la que los modelos de desarrollo propuestos han alcanzado ya largamente el límite de sus posibilidades.

Creemos que el Estado debe ser un actor principal en la determinación del rumbo tecnológico a seguir, teniendo en cuenta qué tipo de investigación abordar en función del grado de independencia tecnológica que se desea alcanzar.

La investigación básica, junto con la aplicada, proporciona el conocimiento científico que luego se podría aplicar al desarrollo de productos y tecnologías disponibles para el productor.

Dado que no siempre coinciden las demandas de los productores con las líneas de investigación que se proponen, se desprende de esto la necesidad de asignarle a la investigación básica y estratégica a instituciones públicas que además deberán coordinar, orientar y supervisar la investigación privada.

La demanda deberá responder a los requerimientos de los interesados (a través de su participación activa en las instituciones), mientras que las prioridades deberían ser fijadas por un ente estatal que planifique y coordine los programas de investigación. 

Desde el punto de vista sociológico, pensamos que a fin de alcanzar la comprensión del problema en toda su dimensión es necesario plantear una investigación tendiente a evaluar qué tipo de extensión pública se está realizando (objetivos y métodos), más allá de los discursos manifiestos, y cuales han sido los resultados obtenidos.

De ello se desprenderán las limitantes actuales de la extensión y la posibilidad  de que ésta se transforme en verdadera herramienta de desarrollo, como la concebimos a través de la reducción de tales limitantes. 

También permitirá evaluar el grado de superposición existente entre la acción pública y la privada, en cuanto a objetivos, métodos y resultados. A la luz de estas apreciaciones se estará más cerca de analizar qué tipo de soluciones puede aportar la acción privada para paliar alas dificultades de la extensión oficial y qué sectores son actualmente marginados de ambos procesos. 

